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La Ley 21.675 que se reporta, tiene como uno 
de sus objetos el responder a los compromisos 
internacionales asumidos en materia de 
Derechos Humanos, particularmente en lo 
relativo a la “Convención Belém do Pará”, la que 
exige “incluir en su legislación normas penales, 
civiles y administrativas, así como las de otra 
naturaleza que sean necesarias para prevenir, 
sancionar y erradicar la violencia contra la 
mujer y adoptar las medidas administrativas 
apropiadas que sean del caso” (artículo 7, c).
El impacto que tiene la nueva ley es muy grande 
y en variados ámbitos. En este reporte se quiere  
organizar, sistematizar y destacar aquellos 
aspectos que aparecen como relevantes para el 
desempeño de juezas y jueces transversalmente.

A modo ejemplar podemos señalar que existe 
una gran cantidad de nuevas definiciones legales, 
principio, reglas de interpretación y sobre las formas 
que puede asumir la violencia. Pero, además, en lo 
que al Poder Judicial toca específicamente, hay un 
título completo dedicado al “Acceso a la justicia 
de las mujeres frente a la violencia de género”, con 
mandato específicos sobre competencia, diligencias 
obligatorias, medidas cautelares, notificaciones. 

La Ley 21.675 incorpora dos párrafos específicos 
con normas que tienen como destinatarios 
los tribunales de familia y por otra parte a los 
tribunales con competencia penal, además 
de modificaciones particulares a normas 
tales como la Ley de tribunales de Familia, al 
Código del Trabajo, a la Ley 20.069, etc. 

Invitamos a la lectura del presente reporte que se 
presenta con un índice interactivo que le permite 
acceder directamente a cada uno de los temas 
con solo hacer clic sobre cada uno de ellos.
Esperamos le sea de utilidad en 
su desempeño diario.

Área Académica - Academia Judicial de Chile
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Disposiciones generales

Objeto de la Ley – Artículo 1

Toda mujer tiene derecho a una vida libre de violencia.
Esta ley tiene por objeto prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra toda mujer, en 

razón de su género.
Para alcanzar esos objetivos, esta ley regula medidas de prevención, protección, atención, 

reparación y de acceso a la justicia para las mujeres víctimas de violencia en razón de su 
género, y considera especialmente las situaciones de vulnerabilidad o discriminaciones múl-
tiples en que puedan hallarse.

Definición de los conceptos de niña, adolescente, mujer adulta y mujer – 
Artículo 2

Se entenderá por niña a toda mujer hasta los 14 años; por adolescente, a toda mujer mayor 
de 14 y menor de 18 años; y por mujer adulta a toda mujer que sea mayor de 18 años. 

Para efectos de esta ley, el vocablo “mujer” comprenderá a niñas, adolescentes y mujeres 
adultas, sin distinción.

Principios – Artículo 3

Esta ley se regirá por los principios de igualdad y no discriminación, debida diligencia, 
centralidad en las víctimas, autonomía de la mujer, universalidad, interdependencia, indivisi-
bilidad, progresividad y prohibición de regresividad de los derechos humanos.

Quien ejerza una función pública deberá tener en especial consideración esos principios.

Reglas especiales de interpretación – Artículo 4

Al interpretar esta ley y sus respectivos reglamentos se respetará el contenido esencial de 
los derechos fundamentales, conforme a los principios mencionados en el artículo anterior.

Constituirá fuente especial para la interpretación sistemática e integradora, conforme con 
lo establecido en la Constitución Política de la República, la Convención sobre la Eliminación 
de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer; la Convención Interamericana para 
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Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer y los tratados internacionales ra-
tificados por Chile y que se encuentren vigentes, y resguardará especialmente el derecho de 
las mujeres a una vida libre de violencia.

Definición de violencia de género – Artículo 5

Es violencia de género cualquier acción u omisión que cause muerte, daño o sufrimiento a 
la mujer en razón de su género, donde quiera que ocurra, ya sea en el ámbito público o priva-
do; o una amenaza de ello.

También será considerada violencia de género aquella ejercida contra niñas, niños y ado-
lescentes, con el objeto de dañar a sus madres o cuidadoras. En estos casos, las personas 
menores de 18 años de edad serán derivadas al órgano competente conforme a lo dispuesto 
en la ley N°21.430, sobre Garantías y Protección Integral de los Derechos de la Niñez y Ado-
lescencia.

La omisión en la observancia de los deberes que por esta ley corresponden a los órganos 
del Estado y sus agentes, habilita para interponer las acciones administrativas y judiciales, 
según correspondan, ante el órgano respectivo, con el fin de restaurar el ejercicio y goce de 
tales derechos, a través de los recursos y procedimientos contemplados en las leyes.

Formas de violencia de género – Artículo 6

La violencia en contra de las mujeres en razón de su género incluye, entre otras, las siguien-
tes:

1. Violencia física: toda acción u omisión que vulnere, perturbe o amenace la integridad 
física, el derecho a la vida o la libertad personal de la mujer.

2. Violencia psicológica: toda acción u omisión, cualquiera sea el medio empleado, que vul-
nere, perturbe o amenace la integridad psíquica, tales como tratos humillantes, vejatorios o 
degradantes, control o vigilancia de conductas, intimidación, coacción, sumisión, aislamien-
to, explotación o limitación de la libertad de acción, opinión o pensamiento.

3. Violencia sexual: toda conducta que vulnere, perturbe o amenace la libertad, integridad y 
autonomía sexual y reproductiva de la mujer; y su indemnidad en el caso de las niñas.

4. Violencia económica: toda acción u omisión, ejercida en el contexto de relaciones afec-
tivas o familiares, que vulnere o pretenda vulnerar la autonomía económica de la mujer o su 
patrimonio, con el afán de ejercer un control sobre ella o sobre sus recursos económicos o 
patrimoniales, o en el de sus hijos o hijas o en el de las personas que se encuentren bajo su 
cuidado, en los casos que corresponda.

5. Violencia simbólica: toda comunicación o difusión de mensajes, textos, sonidos o imáge-
nes en cualquier medio de comunicación o plataforma, cuyo objeto sea naturalizar estereoti-
pos que afecten su dignidad, justificar o naturalizar relaciones de subordinación, desigualdad 
o discriminación contra la mujer que le produzcan afectación o menoscabo.
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En ningún caso este concepto autorizará para ejecutar acciones que supongan impedir o 
restringir la producción y creación literaria, artística, científica y técnica o su difusión, o me-
noscabar la libertad de expresión.

6. Violencia institucional: toda acción u omisión realizada por personas en el ejercicio de 
una función pública en una institución privada, que tenga como fin retardar, obstaculizar o 
impedir que la mujer ejerza los derechos previstos en la Constitución Política de la Repúbli-
ca, en los tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes y en la 
legislación. Para el caso de los órganos de la Administración del Estado y sus agentes, solo se 
considerarán las acciones u omisiones antes señaladas cuando el respectivo órgano no haya 
actuado en el marco de sus competencias y, como consecuencia de ello, ocasione un daño por 
falta de servicio.

7. Violencia política: toda conducta de hostigamiento, persecución, amenazas o agresión 
realizada de forma directa o a través de terceros que, basada en su género, le cause daño o 
sufrimiento a la mujer, y que tenga por objeto o fin menoscabar, obstaculizar o anular el reco-
nocimiento, goce o ejercicio de sus derechos políticos y de participación.

8. Violencia en el trabajo: toda acción u omisión, cualquiera sea la forma en la que se mani-
fieste, que vulnere, perturbe o amenace el derecho de las mujeres a desempeñarse en el tra-
bajo, libres de violencia, provenga del empleador o de otros trabajadores. Comprende a todas 
las trabajadoras formales o informales, que presten servicios en la empresa en forma directa 
o bajo el régimen de subcontratación o servicios transitorios, practicantes o aprendices, así 
como aquellas trabajadoras que ejercen autoridad o jefatura en representación del empleador. 

9. Violencia gineco-obstétrica: todo maltrato o agresión psicológica, física o sexual, nega-
ción injustificada o abuso que suceda en el marco de la atención de la salud sexual y reproduc-
tiva de la mujer, especialmente durante la atención de la gestación, preparto, parto, puerperio, 
aborto o urgencia ginecológica.

Título II de la ley: “De la prevención de la violencia de género 
y de la atención y protección a las víctimas”

Objetivos de las medidas generales de atención, protección y reparación de 
mujeres víctimas de violencia de género – Artículo 16

Los órganos del Estado, en el ámbito de sus competencias, adoptarán medidas internas y 
de manera coordinada, para la atención, protección y reparación de las víctimas de violencia 
de género, las que deberán atender a los siguientes objetivos: 

1. Otorgar a las víctimas acceso a los servicios de salud física y mental.
2. Informar a las víctimas sobre la red de servicios estatales en violencia de género dispo-

nibles.
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3. Registrar, realizar y dar seguimiento a las derivaciones entre los órganos del Estado y 
organizaciones externas que se ejecuten en un caso de violencia de género.

4. Asegurar el acceso a la información de las víctimas sobre sus derechos.
5. Adoptar medidas de seguridad y resguardo de las víctimas.
6. Asegurar el acceso a la justicia de las víctimas.
7. Proveer de servicios y acompañamiento para la reparación física, psicológica y social de 

las víctimas. 
8. Adoptar medidas para fortalecer la autonomía económica de las víctimas.

Obligaciones de protección a las víctimas de violencia de género en el ámbito 
de la seguridad pública y penitenciaria y en la persecución penal – Artículo 21

El Ministerio del Interior y Seguridad Pública, el Ministerio Público, los tribunales de jus-
ticia, Carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones de Chile, dentro de sus respectivas 
competencias, deberán adoptar las medidas para garantizar la debida protección de las víc-
timas de violencia de género.

La Policía de Investigaciones de Chile, Carabineros de Chile, el Ministerio Público, Gen-
darmería de Chile y los tribunales de justicia competentes deberán proveer de todos los ca-
nales de comunicación y condiciones necesarias para que las víctimas de violencia de gé-
nero puedan informar, de forma expedita y oportuna, cualquier incumplimiento de medidas 
o diligencias decretadas a su favor por un tribunal de la República, a efectos de velar por su 
cumplimiento.

El cumplimiento de estas obligaciones deberá realizarse con respeto a la dignidad y priva-
cidad de las víctimas o de quienes comparezcan en su nombre, procurará reducir o eliminar 
su victimización secundaria.

Obligaciones especiales de atención y protección a las víctimas de violencia de 
género en el ámbito laboral – Artículo 22

Los órganos y servicios del Estado encargados de la fiscalización del cumplimiento de la 
legislación laboral, en especial de las materias referidas a los derechos fundamentales de los 
trabajadores y las trabajadoras, deberán entregar directrices de carácter obligatorio sobre la 
debida diligencia en los procedimientos de investigación y sanción por denuncia de hechos 
de violencia de género y acoso en el trabajo.

Los reglamentos internos de orden, higiene y seguridad deberán adecuar los procedimien-
tos de investigación sobre violencia de género y acoso en el trabajo, con el fin de dar cumpli-
mento a las obligaciones de debida diligencia y de no victimización secundaria de la víctima. 
La Superintendencia de Seguridad Social impartirá instrucciones para tal efecto, las que de-
berán disponerse preferentemente en formato electrónico.



REPORTE DE 
ACTUALIZACIÓN  
NORMATIVA

Ley 21.675 que estatuye medidas para prevenir, 
sancionar y erradicar la violencia en contra de 
las mujeres, en razón de su género

11

En los casos en que exista un proceso judicial o administrativo por violencia de género en 
sede laboral, el empleador, sea éste público o privado, deberá adoptar las medidas necesarias 
para proteger a la denunciante, reducir o eliminar la victimización secundaria y evitar 
represalias, para la protección de las personas involucradas. Además, en caso de que fuera 
procedente, el empleador deberá denunciar ante el organismo competente el incumplimiento 
de las medidas cautelares, establecidas en el artículo 34 que hayan sido decretadas por un 
tribunal con competencia en lo laboral.

Para todos los efectos, la Dirección Nacional del Servicio Civil, conforme al literal q) del ar-
tículo 2° del artículo vigésimo sexto de la ley N°19.882, que Regula nueva Política de Personal 
a los Funcionarios Públicos que indica, podrá solicitar a todos los Ministerios y sus servicios 
dependientes o relacionados, contar con procedimientos y estándares que permitan prevenir, 

denunciar y abordar hechos de violencia de género en los espacios de trabajo.

Título III: “Del acceso a la justicia de las mujeres frente a la 
violencia de género”

Párrafo I: Disposiciones generales

Ámbito de aplicación y competencia – Artículo 29

Las normas contenidas en este título se aplicarán a la violencia física, sexual, psicológica y 
económica, cometida en contra de las mujeres en razón de su género.

Las formas de violencia mencionadas en el inciso precedente que sean constitutivas de 
delito serán conocidas por tribunales con competencia en lo penal. Por su parte, aquellas que 
no sean constitutivas de delitos, serán conocidas por los tribunales u órganos competentes 
según la materia de que se trate.

Obligaciones generales de los órganos del Estado frente a las denuncias por 
hechos de violencia de género – Artículo 30

En todas las investigaciones y en todos los procesos judiciales y administrativos sobre vio-
lencia de género contra las mujeres se cumplirán las siguientes obligaciones: 

1. Debida diligencia. Quienes investiguen o juzguen hechos de violencia de género y quie-
nes se encuentren a cargo de la protección y la seguridad de las víctimas deberán adoptar 
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medidas oportunas, idóneas, independientes, imparciales y exhaustivas para garantizar el 
derecho de las víctimas a una vida libre de violencia, al acceso a la justicia y a la reparación. 
Deberán considerar especialmente las situaciones de vulnerabilidad o discriminaciones múl-
tiples en que pueden hallarse. Asimismo, deberán garantizar el derecho de las víctimas a 
participar del procedimiento y acceder a la información sobre el estado de la investigación.

2. No victimización secundaria. Quienes investiguen o juzguen hechos de violencia contra 
las mujeres y quienes se encuentren a cargo de la protección o la seguridad de las víctimas, 
evitarán o disminuirán cualquier perturbación negativa que éstas hayan de soportar con oca-
sión de su interacción con los servicios públicos que otorgan atención o protección en mate-
ria de violencia de género o en los procesos judiciales.

Primeras diligencias ante denuncias por violencia de género – Artículo 31

Si la denuncia por violencia de género se realiza en el tribunal de familia, éste deberá adop-
tar las medidas pertinentes en el más breve plazo para la protección de la víctima, sus hijos o 
hijas y las personas que se encuentren bajo su cuidado, cuando así corresponda.

Cuando se trate de hechos de violencia de género constitutiva de delito o violencia intra-
familiar, en caso de flagrancia, Carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones de Chile 
deberán proceder, en conformidad con lo prescrito en los artículos 83, 84 y 129 del Código 
Procesal Penal y en el artículo 83 de la ley N°19.968, que crea los Tribunales de Familia.

Las funcionarias y los funcionarios policiales deberán entregar a la víctima información 
completa acerca de sus derechos y la oportunidad para ejercerlos. El parte policial se redac-
tará de la manera más completa posible, consignará en forma exhaustiva los hechos y las 
diligencias realizadas, e incluirá los antecedentes y medios de prueba recabados, cuando co-
rresponda. Asimismo, evitarán cualquier inducción o cuestionamiento del relato de la de-
nunciante, registrarán en detalle la información acerca de los posibles testigos y tendrán que 
cumplir especialmente con lo dispuesto en los artículos 173 y 175 del Código Procesal Penal 
en lo relativo a las denuncias, así como con lo establecido en el artículo 79 del mismo Código, 
en lo que dice relación con el desarrollo de las actuaciones en la investigación de eventuales 
hechos constitutivos de delitos. 

Si los hechos de violencia tienen lugar en recintos penitenciarios Gendarmería de Chile de-
berá prestar asistencia y protección a la víctima, en virtud de lo indicado por su ley orgánica, 
y actuar en conformidad con el inciso anterior.

Derechos y garantías procedimentales de las víctimas de violencia de género 
– Artículo 32

Las víctimas de violencia de género son titulares de los siguientes derechos y garantías: 
1. Contar con asistencia y representación judicial.
2. No ser enjuiciadas, estigmatizadas, discriminadas ni cuestionadas en base a estereotipos 
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de género, por su relato, conductas o estilo de vida.
3. Obtener una respuesta oportuna, efectiva y debidamente fundada a sus denuncias o pe-

ticiones ante los órganos en que se efectúen. 
4. Ser oídas por el tribunal o el órgano administrativo que conozca del respectivo procedi-

miento al momento de adoptarse una decisión que las afecte.
5. Recibir protección a través de las medidas contempladas en la legislación, cuando se 

encuentren amenazados o vulnerados sus derechos a la vida, integridad física o psíquica, in-
demnidad sexual o libertad personal, y solicitar medidas de protección para sus hijos o hijas 
o para las personas que se encuentren bajo su cuidado, cuando proceda. 

6. Recibir protección para sus datos personales y los de sus hijos o hijas, respecto de terce-
ros, y de su intimidad, honor y seguridad, para lo cual el tribunal o el órgano administrativo 
que conozca del respectivo procedimiento dispondrá las medidas que sean pertinentes, a pe-
tición de parte.

7. Participar en el procedimiento y recibir información clara, oportuna y completa. En parti-
cular, podrán obtener información personalmente, sin necesidad de requerirla a través de un 
abogado o una abogada.

8. A ser informada sobre las medidas de reparación que puede solicitar en el proceso.

Situación de riesgo inminente de padecer violencia de género – Artículo 33

Cuando exista una situación de riesgo inminente de sufrir una acción u omisión constituti-
va de alguna de las formas de violencia de género descritas en los numerales 1 a 4 del artículo 
6, el tribunal competente, con el solo mérito de la demanda o denuncia, deberá adoptar las 
medidas de protección o cautelares que correspondan. 

Se presumirá que existe una situación de riesgo inminente cuando concurra cualquiera de 
las siguientes circunstancias: 

1. Que haya precedido intimidación por parte de quien agrede, expresada por cualquier vía, 
en acciones tales como hostigamiento, acecho, amedrentamiento o intromisión en espacios 
públicos, laborales u otros privados de la víctima. 

2. Que concurran, respecto de quien ejerce la violencia circunstancias o antecedentes tales 
como drogadicción, alcoholismo, una o más denuncias por violencia intrafamiliar, condena 
previa por violencia intrafamiliar, procesos pendientes o condenas previas por crimen o sim-
ple delito contra las personas o por alguno de los delitos establecidos en los párrafos 5 y 6 del 
Título VII, del Libro II del Código Penal o por infracción a la ley Nº17.798, sobre Control de 
Armas, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto Nº400, de 
1977, del Ministerio de Defensa Nacional.

3. Que la persona denunciada haya opuesto mediante actos de violencia su negativa a acep-
tar el término de una relación afectiva que ha mantenido con la víctima. 

4. Que una persona mayor, dueña, poseedora o mera tenedora de un inmueble que legítima-
mente ocupa para residir, sea expulsada por quien la agrede, relegada a sectores secundarios 
o se le restrinja o limite su desplazamiento al interior de ese bien raíz por el denunciado.
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5. Que la víctima se encuentre en una situación de dependencia económica de quien la 
agrede.

Además, el tribunal cautelará especialmente los casos en que la víctima se encuentre en 
situaciones de especial vulnerabilidad a la violencia, tales como su calidad de migrante, re-
fugiada o desplazada, estar embarazada, ser una persona mayor, con discapacidad, menor de 
18 años o cualquier otra condición de vulnerabilidad debidamente calificada por el tribunal.

Medidas cautelares especiales frente a situaciones de riesgo inminente de pa-
decer violencia de género – Artículo 34

Frente a las situaciones descritas en el artículo anterior, el tribunal competente, sin per-
juicio de otras medidas que estime pertinentes, podrá adoptar una o más de las siguientes 
medidas cautelares:

1. Obligar a quien agrede a abandonar el hogar que comparte con la víctima. El tribunal dis-
pondrá en el más breve plazo la forma en que la persona en contra de quien se ha decretado 
la medida cautelar retirará sus efectos personales. Si fuera el caso, podrá oficiar a Carabineros 
de Chile para que custodie su concurrencia el día del retiro, de modo de garantizar la seguri-
dad de la víctima. 

2. Asegurar la entrega material de los efectos personales de la víctima que haya huido u 
optado por no regresar al hogar común, producto de los hechos que denuncia. La víctima po-
drá siempre solicitar al tribunal se decrete la medida contemplada en el número precedente. 

3. Prohibir a quien ejerce violencia acercarse a la víctima y prohibir o restringir su presen-
cia en el hogar común, en el domicilio, lugar de estudios o de trabajo de ésta, así como en 
cualquier otro lugar en que la víctima permanezca, concurra o visite habitualmente. 

Si la víctima y quien la agrede trabajan o estudian en el mismo lugar o son parte de la mis-
ma organización, se oficiará al empleador o empleadora, o a la autoridad del establecimiento 
u organización respectiva, para que adopte las medidas de resguardo necesarias, y dará cuen-
ta al tribunal. El tribunal deberá informar el plazo por el cual dichas medidas son decretadas.

4. Prohibir o restringir todo tipo de comunicaciones de quien ejerce violencia respecto de 
la víctima. 

5. Fijar alimentos provisorios, siempre que concurran los requisitos legales para su proce-
dencia.

6. Regular un régimen provisorio de cuidado personal de los niños, niñas o adolescentes en 
conformidad con el artículo 225 del Código Civil, en caso que no esté judicialmente regulado 
y así se requiera en virtud de los antecedentes que fundan la solicitud de la medida cautelar, y 
establecer la forma en que se mantendrá una relación directa y regular entre los progenitores 
y sus hijos o hijas; siempre que ello favorezca la satisfacción de su interés superior y su con-
dición de víctimas directas de la violencia ejercida contra su madre o cuidadora. Los niños, 
niñas y adolescentes, podrán ser oídos en audiencia reservada si así lo solicitan. 

Si el tribunal decreta alguna de las medidas dispuestas en los numerales 1, 3 y 4 en contra 
de quien no ejerce el cuidado personal de los niños, niñas y adolescentes, se decretará tam-
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bién la suspensión de la relación directa y regular si ya se encuentra establecida, conforme lo 
dispuesto en el párrafo precedente y en el inciso final del artículo 229 del Código Civil, salvo 
que existan antecedentes fundados para que dicha suspensión no concurra, caso en el cual se 
deberá resolver su procedencia en audiencia especial al efecto. 

7. Decretar la prohibición de celebrar actos o contratos sobre bienes determinados.
8. Prohibir el porte y tenencia de cualquier arma de fuego, municiones y cartuchos; dispo-

ner la retención de éstos y prohibir la adquisición o almacenaje de los objetos singularizados 
en la ley Nº17.798, sobre Control de Armas. De ello se informará, según corresponda, a la 
Dirección General de Movilización Nacional, a la institución a la que pertenece o a la coman-
dancia de guarnición para los fines legales y reglamentarios pertinentes. Con todo, la persona 
en contra de la cual se ha decretado esta medida podrá solicitar ser excluida de ésta en caso 
de demostrar que sus actividades industriales, comerciales o mineras requieren de alguno de 
esos elementos.

9. La asistencia a programas de tratamiento de rehabilitación de drogas y alcohol, si se 
presenta un consumo problemático de dichas sustancias, de intervención psicosocial, tera-
péuticos o de orientación familiar. Las instituciones que desarrollen dichos programas darán 
cuenta al respectivo tribunal de la intervención o tratamiento que deba realizar, y de su inicio 
y término.

10. Decretar la reserva de la identidad de la denunciante, de sus hijos o hijas o de las perso-
nas que se encuentren bajo su cuidado, en caso de que proceda, y de los testigos.

11. Si se trata de mujeres mayores en situación de desamparo que requiera de cuidados, el 
tribunal podrá decretar la internación de la afectada en un establecimiento de larga estadía 
de personas mayores, reconocido por la autoridad competente, previo consentimiento de la 
víctima, si es que puede otorgarlo.

12. Si la víctima es menor de 18 años, el tribunal con competencia en materias de familia, 
además de las medidas mencionadas en este artículo, podrá adoptar las medidas cautelares 
contempladas en el artículo 71 de la ley N°19.968, si se verifican todos los requisitos y condi-
ciones previstos en dicha norma. Si quien conoce de la causa es un juzgado de garantía, pon-
drá los antecedentes en conocimiento del tribunal de familia competente para los mismos 
efectos.

Notificación de las medidas cautelares – Artículo 35

Si las medidas cautelares se decretan en presencia del ofensor, el tribunal le conminará a 
cumplir cabalmente las obligaciones y prohibiciones impuestas. Si ese no fuera el caso, orde-
nará que se le conmine en el momento de la notificación, la que deberá ser realizada de forma 
expedita.

El tribunal ordenará de la manera más expedita posible la notificación al ofensor de las me-
didas que se adopten y cautelará especialmente que se resguarde la seguridad de la víctima, 
para lo cual podrá requerir el auxilio de la fuerza pública. Se dejará registro expreso en la cau-
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sa de las medidas que se adopten para cautelar la seguridad de la víctima y del seguimiento 
de dichas medidas.

Una vez practicada la notificación se deberá comunicar de inmediato esta circunstancia, en 
la forma y por los medios más expeditos posibles, al tribunal que haya decretado la medida, a 
Carabineros de Chile o la Policía de Investigaciones de Chile y a la fiscalía local competente, 
en los casos que corresponda.

Medidas accesorias especiales en las causas de violencia de género –                               
Artículo 36

El tribunal de familia o el tribunal con competencia en lo penal que conozca de una causa 
sobre violencia de género, según corresponda, deberá establecer en la sentencia una o más de 
las siguientes medidas accesorias: 

1. Obligación de la persona condenada de abandonar el hogar que comparte con la víctima. 
El tribunal dispondrá la forma en que la persona condenada retirará sus efectos personales. 
Si fuera el caso, oficiará a Carabineros de Chile para que custodie su concurrencia el día del 
retiro, de modo de garantizar la seguridad de la víctima.

2. Prohibición de acercarse a la víctima o a su domicilio, lugar de trabajo o estudio, así como 
a cualquier otro lugar al que ésta concurra o visite habitualmente. Si ambas personas trabajan 
o estudian en el mismo lugar o son parte de la misma organización, se oficiará al empleador 
o empleadora, o a la autoridad del establecimiento u organización respectiva, para que adop-
te las medidas de resguardo necesarias, e informe al tribunal para efectos de la supervisión 
judicial.

3. Prohibir o restringir las comunicaciones de la persona condenada por hechos de violen-
cia de género respecto de la víctima.

4. Prohibición de porte y tenencia de cualquier arma de fuego, municiones y cartuchos; 
disponer la retención de estos y prohibir la adquisición o almacenaje de los objetos singula-
rizados en la ley Nº17.798, sobre Control de Armas. De ello se informará, según corresponda, 
a la Dirección General de Movilización Nacional, a la institución a la que pertenece o a la 
comandancia de guarnición, para los fines legales y reglamentarios que correspondan. Con 
todo, la persona condenada con esta medida accesoria podrá solicitar ser excluido de ésta en 
caso de demostrar que sus actividades industriales, comerciales o mineras requieren de algu-
no de esos elementos.

5. La asistencia a programas de intervención psicosocial de reeducación de la violencia, 
terapéuticos o de orientación familiar. Si la persona condenada presenta un consumo proble-
mático de drogas y alcohol, el tribunal impondrá la obligación de someterse a un tratamiento 
de rehabilitación. Las instituciones que desarrollen dichos programas darán cuenta al respec-
tivo tribunal de la intervención o tratamiento que deba realizar, y de su inicio y término. 

6. Obligación de presentarse regularmente ante la unidad policial que determine el tribu-
nal. 

El tribunal fijará prudencialmente el plazo de las medidas accesorias descritas en este ar-
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tículo, el que no podrá ser inferior a seis meses ni superior a dos años, atendidas las circuns-
tancias que las justifiquen. La duración de las medidas podrá prorrogarse a petición de la 
víctima, si se mantienen los hechos que las justificaron, o de oficio por el tribunal, en conside-
ración a los antecedentes proporcionados por la institución encargada del programa de que 
se trate, en la audiencia de supervisión judicial.

En caso de decretarse una medida cuya ejecución permita prever que la víctima y la perso-
na condenada puedan encontrarse, el tribunal podrá decretar, de oficio o a petición de parte, 
la presencia de Carabineros de Chile cuando fuera necesario para resguardar la seguridad de 
la víctima.

De la asistencia y representación judicial a las víctimas de violencia de género 
– Artículo 37

El Servicio Nacional de la Mujer y la Equidad de Género, a requerimiento de las víctimas, 
podrá interponer acciones judiciales, asumir el patrocinio y representación de las mujeres 
víctimas de los hechos de violencia de género.

En todo caso, y sin perjuicio de lo establecido en el artículo 111 del Código Procesal Penal, el 
Servicio Nacional de la Mujer y Equidad de Género deducirá querella respecto de los hechos 
que se estimen constitutivos de los delitos de femicidio y suicidio femicida.

El Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género expedirá un reglamento que será suscrito 
por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, el que establecerá los estándares técnicos 
y requisitos formales para la representación de las mujeres víctimas de violencia de género, 
así como criterios de prelación y pertinencia. Dicho reglamento velará por el derecho de acce-
so a la justicia de todas las víctimas de violencia de género, con pleno respeto a los principios 
reconocidos en el artículo 3.

El Servicio Nacional de la Mujer y la Equidad de Género podrá celebrar convenios, prefe-
rentemente, con entidades públicas para efectos de dar cumplimiento a lo dispuesto en este 
artículo. En el caso de convenios con entidades privadas, éstas deberán sujetarse a los requi-
sitos sobre experiencia, conocimientos y otros que establezca el reglamento. En ambos casos, 
el Servicio Nacional de la Mujer y la Equidad de Género mantendrá para sí la supervigilancia 
técnica.
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Párrafo II: De los casos de violencia de género de conocimiento de los 
tribunales de familia

Competencia de los tribunales de familia – Artículo 38

Los actos de violencia de género que no constituyan delito y que sean de competencia de 
los tribunales de familia, serán conocidos por éstos y se sujetarán a las disposiciones conte-
nidas en los párrafos I y II de este Título. Supletoriamente, en aquello que esta ley no dispon-
ga, se sujetarán a las leyes N°20.066, que establece ley de Violencia Intrafamiliar y a la ley 
N°19.968, que crea los Tribunales de Familia.

Sanción al maltrato constitutivo de violencia de género – Artículo 39

Se castigará el maltrato constitutivo de violencia de género que no reviste caracteres de 
delito, con una multa de cinco a treinta unidades tributarias mensuales a beneficio del go-
bierno regional del domicilio de la víctima, para ser destinada a los programas y centros de 
atención de mujeres víctimas de violencia ya existente en la región respectiva y que sean de 
financiamiento público o privado.

El condenado deberá acreditar el pago de la multa dentro de los cinco días siguientes a 
la fecha en que la sentencia quede firme y ejecutoriada, a menos que el tribunal por motivos 
fundados prorrogue dicho término hasta por quince días.

El tribunal podrá, tanto en la sentencia como en su ejecución, atendidas las circunstancias, 
autorizar el pago de la multa por parcialidades, dentro de un límite que no exceda el plazo de 
un año. El no pago de una sola de las parcialidades, hará exigible el total de la multa adeudada.

Incompetencia y remisión de antecedentes – Artículo 40

Si con ocasión del examen de la denuncia o de la demanda, o del conocimiento de cualquier 
antecedente introducido durante el curso del procedimiento se concluye que los hechos re-
visten caracteres de delito, el tribunal declarará su incompetencia por resolución fundada.

Esa resolución se comunicará al Ministerio Público con todos los antecedentes fundantes. 
Asimismo, dicha resolución se comunicará al juzgado de garantía competente.

Si el tribunal de familia ha dictaminado medidas cautelares, el tribunal de garantía fijará 
una audiencia para su revisión con al menos diez días de anticipación a su vencimiento, y 
citará a todos los intervinientes.
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Supervisión judicial – Artículo 41

Las medidas cautelares, medidas accesorias y las condiciones para la suspensión condicio-
nal de la dictación de la sentencia deberán ser supervisadas judicialmente por el tribunal que 
las decretó. En el caso de que el tribunal sea incompetente, será de competencia del tribunal 
penal que le corresponda conocer de los hechos.

En el caso que se realice supervisión judicial a través de audiencias, el tribunal podrá citar 
a quien ha sido denunciado de ejercer violencia de género para comparecer personalmente 
bajo apercibimiento de arresto, sin perjuicio de poder hacerlo acompañado de su abogado, 
abogada o representante legal. La necesidad de fijar audiencias atenderá a las circunstancias 
de cada caso.

La ausencia injustificada del denunciado de ejercer violencia de género dará lugar a la 
intensificación de la medida impuesta o a la revocación de la suspensión condicional de la 
dictación de la sentencia. La víctima será siempre notificada y podrá comparecer personal o 
debidamente representada a las audiencias de supervisión judicial.

Párrafo III: De la violencia de género de conocimiento de los tribunales 
penales

Legislación aplicable – Artículo 42

Los hechos de violencia de género que constituyan delito se sujetarán al procedimiento 
establecido en el Código Procesal Penal, a las disposiciones contenidas en los párrafos I y III 
de este Título y, supletoriamente en aquello que esta ley no disponga, a la ley N°20.066, que 
establece ley de Violencia Intrafamiliar.

Improcedencia de atenuante de responsabilidad – Artículo 43

En los procesos judiciales por delitos constitutivos de violencia de género, en los términos 
establecidos en el artículo 29, el tribunal no podrá aplicar la atenuante de responsabilidad 
contenida en el N°5 del artículo 11 del Código Penal.
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Acuerdos reparatorios – Artículo 44

En los procesos por delitos constitutivos de violencia de género, el tribunal deberá evaluar 
y justificar la pertinencia de los acuerdos reparatorios, considerar su aplicabilidad cuando 
fuera relevante para la reparación de la víctima, y negar su procedencia cuando se afecte la 
seguridad u otro derecho de ésta.

Si se trata de casos constitutivos de violencia intrafamiliar se estará a lo dispuesto en el 
artículo 19 de la ley N°20.066, que establece ley de Violencia Intrafamiliar.

Suspensión condicional del procedimiento - Artículo 45 

Para decretar la suspensión condicional del procedimiento, el tribunal con competencia en 
lo penal impondrá como condición una o más de las medidas accesorias establecidas en el 
artículo 36, sin perjuicio de las demás que autoriza el artículo 238 del Código Procesal Penal. 
En ningún caso podrá decretarse la suspensión del procedimiento e imponerse como única 
condición a la persona imputada la medida de asistencia a programas terapéuticos o de orien-
tación familiar. 

Al decretar la suspensión condicional del procedimiento, se procurará otorgar seguridad 
a la víctima, para lo cual se considerará si aquella se encuentra en alguna de las situaciones 
de riesgo inminente de padecer violencia de género descritas en el artículo 33, el comporta-
miento de la persona imputada, la existencia de antecedentes y denuncias previas, entre otros 
antecedentes que se estimen relevantes para dicho fin. 

La víctima y su representante legal siempre deberán ser notificados de la citación a la au-
diencia en que se discuta la solicitud de suspensión condicional del procedimiento. Durante 
dicha audiencia, si la víctima o su representante legal se encuentran presentes, serán oídos 
por el tribunal y su opinión será debidamente considerada. 

Para dar cumplimiento a lo establecido en el inciso anterior, el tribunal deberá ofrecer a 
la víctima la posibilidad de emitir su opinión en audiencia reservada, cautelar su seguridad, 
evitar cualquier tipo de presión sobre ella por parte de la persona imputada, proporcionarle 
toda la información para que su decisión sea informada y, cuando se trate de un niño, niña o 
adolescente, atender debidamente a su interés superior.

Retractación de la víctima – Artículo 46

En caso de existir antecedentes fundados sobre la retractación de la víctima, deberá aten-
derse a lo dispuesto en el artículo 331 literal f) del Código Procesal Penal.
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Medida accesoria de tratamiento para rehabilitación de consumo problemático 
de drogas y alcohol – Artículo 47

Durante la etapa de investigación, los intervinientes podrán solicitar al tribunal que decre-
te la obligación de la persona imputada de asistir a una evaluación por un médico calificado 
para determinar si ésta presenta o no consumo problemático de drogas o alcohol. El tribunal 
accederá a lo solicitado si existen antecedentes que permitan presumir dicho consumo pro-
blemático, salvo que la persona imputada acceda voluntariamente a someterse a esta medida, 
en el marco del procedimiento simplificado o del procedimiento abreviado, según lo estable-
cen los artículos 395 y 406 del Código Procesal Penal, respectivamente.

Si se decreta la evaluación y la persona imputada se resiste o se niega a la práctica de el 
o los exámenes correspondientes, el tribunal podrá considerar dicha resistencia o negativa 
como antecedente al resolver la sustitución de la pena privativa o restrictiva de libertad.

Si el tribunal decreta que la persona imputada debe someterse a un tratamiento conforme 
a la evaluación referida en el inciso primero, éste podrá consistir en la asistencia a programas 
ambulatorios, la internación en centros especializados o una combinación de ambos tipos de 
tratamiento, según el caso.

La supervisión judicial de esta medida será entregada al Programa de Tribunales de Trata-
miento de Drogas si el tribunal cuenta con dicho programa, sin perjuicio de lo dispuesto en el 
artículo 17 bis de la ley N°18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas 
privativas o restrictivas de libertad.

Obligaciones de protección del Ministerio Público – Artículo 48

El Ministerio Público dispondrá las medidas necesarias para asegurar la debida protección 
a las víctimas y a las personas que se encuentren bajo su cuidado, de conformidad con los artí-
culos 78 y 78 bis del Código Procesal Penal, tanto a través de la adopción oportuna de medidas 
de protección que no impliquen la restricción de derechos de terceros, como de la solicitud de 
dictación de medidas cautelares judiciales. Asimismo, informará sobre las medidas de repara-
ción que puede solicitar en el proceso.

En estos casos, las y los fiscales del Ministerio Público darán prioridad a la adopción de me-
didas de protección y solicitud de medidas cautelares orientadas a la prevención de acciones 
de represalia en contra de la víctima y al resguardo de su seguridad antes, durante y después 
de la realización de cualquier actuación o diligencia judicial o investigativa que suponga la 
presencia simultánea de la víctima y la persona imputada en el mismo lugar. Quienes diri-
jan la investigación penal, cuando resulte procedente, podrán ordenar el acompañamiento 
policial de la víctima, sin perjuicio de otras medidas que resulten idóneas para resguardar 
efectivamente su seguridad e integridad personal en atención a la situación de riesgo en que 
ésta se encuentre.
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Deber de conocimiento de las y los fiscales del Ministerio Público – Artículo 49

La o el fiscal al que se le asigne la investigación de un hecho que revista carácter de delito 
y sea constitutivo de violencia de género, deberá conocer a través de los sistemas de que 
disponga el Ministerio Público, incluido el mencionado en el artículo 26, de todos los antece-
dentes relevantes para la tramitación de la causa, tales como la existencia de otras causas en 
actual tramitación o archivadas provisionalmente, mientras no haya prescrito la acción penal, 
entre otros.

Supervisión judicial en materias penales – Artículo 50

El juez de garantía o el tribunal de juicio oral en lo penal, según corresponda, deberá su-
pervisar el cumplimiento de las medidas cautelares, de las condiciones de suspensión con-
dicional del procedimiento y de las medidas accesorias que ordenare en las causas de que 
conociere.

Al efecto, el tribunal fijará audiencias periódicas, según la frecuencia que determine en 
consideración a las circunstancias de cada caso, sin perjuicio de otras modalidades de super-
visión.

A las audiencias comparecerá personalmente la persona afectada con una medida cautelar, 
y se le citará bajo los apercibimientos previstos en el artículo 33 del Código Procesal Penal.

La víctima será siempre notificada y podrá asistir a estas audiencias personalmente o re-
presentada por su abogado o abogada.

El Ministerio Público y el defensor o defensora de la persona imputada deberán asistir a las 
audiencias de supervisión judicial.

En caso de incumplimiento de medidas cautelares, condiciones de suspensión condicional 
del procedimiento o medidas accesorias decretadas de conformidad con lo dispuesto en esta 
ley, el juez pondrá en conocimiento del Ministerio Público los antecedentes para los efectos 
de lo previsto en el inciso segundo del artículo 240 del Código de Procedimiento Civil.

Reglas especiales para los casos de violencia sexual – Artículo 51

En las investigaciones y en los procedimientos judiciales sobre actos de violencia sexual 
contra la mujer, se observarán las siguientes reglas:

1. Se prohíbe indagar en los comportamientos sexuales previos o posteriores de la víctima, 
salvo que el Ministerio Público, la defensa o el tribunal lo estime estrictamente indispensa-
ble para el esclarecimiento de los hechos. Cuando esta circunstancia proceda deberá velarse 
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porque la investigación sobre el comportamiento sexual de la víctima se realice sin incurrir 
en estereotipos de género, ni reproducir estereotipos discriminatorios contra las mujeres, ni 
generar victimización secundaria.

Asimismo, la credibilidad o disponibilidad sexual de la víctima o de un testigo no podrá 
inferirse de la naturaleza sexual del comportamiento anterior o posterior de la víctima o del 
testigo.

2. No se atenderá al tiempo transcurrido entre la comisión de los hechos y la presentación 
de la denuncia para la solicitud o el otorgamiento de una medida de protección o cautelar, 
ni para adoptar una decisión de término, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 93 y 
siguientes del Código Penal. 

3. Las mujeres víctimas de violencia sexual tienen derecho a que se reserve en todo mo-
mento su intimidad y privacidad, a que se mantenga respecto de terceros ajenos al procedi-
miento la confidencialidad sobre su nombre, residencia, domicilio, teléfono, lugar de trabajo o 
estudio, entre otros, incluyendo la de su familia y personas significativas. Esta protección es 
irrenunciable para las víctimas menores de 18 años. 

En resguardo de dicho derecho a la intimidad, los y las intervinientes deberán abstenerse 
de realizar pruebas que impliquen una intromisión irracional, innecesaria y desproporciona-
da en la vida íntima de la víctima. 

4. La víctima trabajadora podrá aportar antecedentes pertinentes en sede laboral y fisca-
lizaciones respecto de hechos de acoso sexual o acoso por razón de género en el contexto 
laboral, frente a la Dirección del Trabajo o su empleador, según corresponda. Para efectos de 
lo anterior, el Ministerio Público o el tribunal determinará la necesidad de solicitar la remi-
sión de los antecedentes de investigaciones o denuncias administrativas que existan en sede 
laboral cuando la persona denunciada comparta o haya compartido el mismo espacio laboral 
o la misma institución empleadora, o con motivo del desempeño de sus funciones o en cir-
cunstancias relacionadas con su trabajo, mantenga o haya mantenido un vínculo con dicha 
persona.

Título IV: “Modificaciones a otras normas legales”

Modificaciones al Código Civil

Adiciones al artículo 968

Son indignos de suceder al difunto como herederos o legatarios:
1º. El que ha cometido el crimen de homicidio, femicidio, parricidio o infanticidio en la 

persona del difunto, o ha intervenido en este crimen por obra o consejo, o la dejó perecer 
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pudiendo salvarla;
2º. El que cometió atentado grave contra la vida, el honor o los bienes de la persona de cuya 

sucesión se trata, o de su cónyuge, o de cualquiera de sus ascendientes o descendientes, con 
tal que dicho atentado se pruebe por sentencia ejecutoriada;

3º. El consanguíneo dentro del sexto grado inclusive, que en el estado de demencia o desti-
tución de la persona de cuya sucesión se trata, no la socorrió pudiendo;

4º. El que por fuerza o dolo obtuvo alguna disposición testamentaria del difunto, o le impi-
dió testar;

5º. El que dolosamente ha detenido u ocultado un testamento del difunto, presumiéndose 
dolo por el mero hecho de la detención u ocultación.

Adiciones al artículo 969

Es indigno de suceder el que siendo mayor de edad, no hubiere acusado a la justicia el ho-
micidio, femicidio, parricidio, infanticidio o cualquier otro delito que atente en contra de la 
vida de la persona del difunto, tan presto como le hubiere sido posible.

Cesará esta indignidad, si la justicia hubiere empezado a proceder sobre el caso.
Pero esta causa de indignidad no podrá alegarse, sino cuando constare que el heredero o 

legatario no es cónyuge de la persona por cuya obra o consejo se ejecutó el homicidio, femi-
cidio, parricidio, infanticidio, ni es del número de sus ascendientes y descendientes, ni hay 
entre ellos deudo de consanguinidad o afinidad hasta el tercer grado inclusive.

Modificaciones a la Ley 19.970 que crea el Sistema Nacional de 
Registros de ADN

Nuevo inciso tercero del Artículo 18: Eliminación de huellas genéticas 
contenidas en el Sistema

Las huellas genéticas contenidas en los Registros de Imputados y de Víctimas, serán elimi-
nadas una vez que se hubiere puesto término al procedimiento criminal respectivo. Si hubo 
juicio, procederá la eliminación desde que se falló por resolución ejecutoriada, sin perjuicio 
de lo previsto en el inciso primero del artículo precedente.

El Servicio de Registro Civil e Identificación deberá proceder a la eliminación o reingreso 
a que se refiere el inciso precedente en un plazo no superior a tres días, contado desde que 
le fuere comunicado el término del procedimiento por el fiscal. Dicha comunicación se efec-
tuará por cualquier medio idóneo que permita dejar constancia fehaciente de su despacho y 
recepción. Igualmente procederá el Servicio de Registro Civil e Identificación a solicitud de 
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la víctima o del imputado, cuando éstos acreditaren el término del procedimiento, mediante 
certificación expedida por el fiscal o el tribunal respectivo.

En cualquier caso, las huellas genéticas contenidas en los Registros de Imputados, de Víc-
timas, y de Evidencias y Antecedentes, previa autorización del Ministerio Público, podrán ser 
eliminadas una vez transcurridos treinta años desde su incorporación en ellos.

De la eliminación y reingreso de los antecedentes de que trata este artículo se dejará cons-
tancia escrita por el funcionario encargado. Dicha constancia deberá contener los datos que 
permitan identificar las huellas genéticas de que se trate, así como la comunicación de térmi-
no del procedimiento, si fuere el caso.

    Los funcionarios a cargo de la eliminación de las huellas genéticas deberán remitir 
mensualmente a sus superiores jerárquicos las listas de huellas eliminadas y reingresadas en 
dicho período, incluyendo los datos a que se refiere el inciso precedente.

    Los funcionarios que, debiendo proceder a la eliminación o reingreso de los antecedentes 
de los registros, no lo hicieren o lo hicieren extemporáneamente, incurrirán en responsabili-
dad administrativa.

Modificaciones a la Ley 20.066 que establece la Ley de Violencia 
Intrafamiliar

Objeto de la Ley - Nuevo artículo 1 

Esta ley tiene por objeto prevenir, sancionar y erradicar la violencia intrafamiliar y todas 
las formas y manifestaciones de violencia que se ejercen dentro del espacio doméstico, de las 
familias y de las relaciones de pareja; y otorgar protección efectiva a quienes la sufren. 

En la interpretación y aplicación de la presente ley, las autoridades tendrán en considera-
ción todos los derechos y garantías que les son reconocidos a las personas en la Constitución, 
en las leyes, en la Convención Americana sobre Derechos Humanos; en la Convención sobre 
los Derechos del Niño; la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la 
Violencia contra la Mujer; la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discri-
minación contra la Mujer; la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos 
Humanos de las Personas Mayores; la Convención sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad y en los demás instrumentos internacionales ratificados por Chile que se en-
cuentren vigentes.

Obligación de protección - Nuevo inciso segundo en el artículo 2

Es deber del Estado adoptar las medidas conducentes para garantizar la vida, integridad 



REPORTE DE 
ACTUALIZACIÓN  
NORMATIVA

Ley 21.675 que estatuye medidas para prevenir, 
sancionar y erradicar la violencia en contra de 
las mujeres, en razón de su género

26

personal y seguridad de los miembros de la familia
Corresponderá especialmente a los ministerios de la Mujer y la Equidad de Género, del In-

terior y Seguridad Pública, de Desarrollo Social y Familia, de Justicia y Derechos Humanos, 
de Educación y de Salud, en el ámbito de sus competencias, integrar en forma transversal en 
su actuar los objetivos de prevención, protección, sanción y erradicación de la violencia con-
forme al objetivo de esta ley.

Prevención y asistencia – Modificaciones al artículo 3

El Estado adoptará políticas orientadas a prevenir la violencia intrafamiliar, en especial 
contra las mujeres, las personas adultas mayores, las personas con discapacidad, los niños, las 
niñas y adolescentes, y a prestar asistencia a las víctimas.

Entre otras medidas, implementará las siguientes:
a) Incorporar en los planes y programas de estudio contenidos dirigidos a modificar las 

conductas que favorecen, estimulan o perpetúan la violencia intrafamiliar;
b) Desarrollar planes de capacitación para los funcionarios públicos que intervengan en la 

aplicación de esta ley;
c) Desarrollar políticas y programas de seguridad pública para prevenir y erradicar la vio-

lencia intrafamiliar;
d) Favorecer iniciativas de la sociedad civil para el logro de los objetivos de esta ley;
e) Adoptar las medidas necesarias para dar cumplimiento a la Convención Interamericana 

para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, la Convención sobre los 
Derechos del Niño, la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y 
la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer y 
demás instrumentos internacionales suscritos por el Estado de Chile, y

f) Crear y mantener sistemas de información y registros estadísticos en relación con la 
violencia intrafamiliar.

Violencia Intrafamiliar – Nuevo artículo 5

Será constitutivo de violencia intrafamiliar todo maltrato que afecte la vida o la integridad 
física o psíquica, la libertad o indemnidad sexual, o la subsistencia o autonomía económica, 
en contra de una persona que tenga o haya tenido, respecto de quien ejerce la violencia, algu-
na de las siguientes calidades:

1. Cónyuge o conviviente civil.
2. Conviviente.
3. Pareja de carácter sentimental sexual sin convivencia.  
4. Padre o madre de un hijo o hija en común.
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5. Pariente por consanguinidad o afinidad en toda la línea recta o en la colateral hasta el 
tercer grado inclusive de quien agrede.

También será constitutiva de violencia intrafamiliar la conducta referida en el inciso pre-
cedente cuando sea ejercida en contra de o por quien tiene una relación de parentesco por 
consanguinidad o afinidad en toda la línea recta o en la colateral hasta el tercer grado inclu-
sive de quien es o haya sido cónyuge, conviviente civil o de hecho, o tenga con ella un hijo o 
hija en común. 

Asimismo, será constitutiva de violencia intrafamiliar la conducta referida en el inciso pri-
mero cuando ésta se realice en contra de un niño, niña, adolescente, persona adulta mayor o 
persona en situación de discapacidad en los términos de la ley N°20.442, que se encuentre 
bajo el cuidado o dependencia de cualquiera de los integrantes del grupo familiar.

Situación de riesgo inminente de sufrir maltrato constitutivo de violencia in-
trafamiliar – Nuevo artículo 7

Cuando exista una situación de riesgo inminente para una o más personas de sufrir un 
maltrato constitutivo de violencia intrafamiliar, aun cuando éste no se haya llevado a cabo, el 
tribunal, con el solo mérito de la demanda o denuncia, deberá adoptar las medidas de protec-
ción o cautelares que correspondan. 

Se presumirá que existe una situación de riesgo inminente como la descrita en el inciso 
anterior cuando, al menos, concurra una de las siguientes circunstancias: 

1. Que haya precedido intimidación por parte de quien agrede, expresada por cualquier 
vía, en acciones tales como hostigamiento, acecho, amedrentamiento o invasión de espacios 
propios de la víctima, laborales, públicos o privados. 

2. Que concurran respecto de quien ejerce la violencia circunstancias o antecedentes, tales 
como drogadicción, alcoholismo, una o más denuncias por violencia intrafamiliar, condena 
previa por violencia intrafamiliar, procesos pendientes o condenas previas por crimen o sim-
ple delito contra las personas o por alguno de los delitos establecidos en los párrafos 5 y 6 
del Título VII, del Libro II del Código Penal o por infracción a la ley Nº17.798, sobre Control 
de Armas.

3. Que la persona denunciada se oponga o haya manifestado su negativa a aceptar el tér-
mino de una relación afectiva que ha mantenido con la víctima, mediante actos de violencia 
física o psicológica.

4. Que una persona mayor, dueña o poseedora, o mera tenedora a cualquier título legítimo, 
de un inmueble que ocupa para residir, sea expulsada por quien la agrede, relegada a sectores 
secundarios o se le restrinja o limite su desplazamiento al interior de ese bien raíz, por alguna 
de las personas señaladas en el artículo 5.

Además, el tribunal cautelará especialmente los casos en que la víctima esté embarazada, 
se trate de un niño, niña o adolescente, de una persona mayor, o de una persona con discapa-
cidad o que tenga una condición que la haga vulnerable.
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Sanciones – Modificaciones al artículo 8

Se castigará el maltrato constitutivo de violencia intrafamiliar, atendida su gravedad, con 
una multa de cinco a treinta unidades tributarias mensuales a beneficio del gobierno regional 
del domicilio del denunciante o demandante, para ser destinada a los centros de atención de 
víctimas de violencia intrafamiliar existentes en la región respectiva y que sean de financia-
miento público o privado.

El condenado deberá acreditar el pago de la multa dentro de los cinco días siguientes a la 
fecha de la notificación de la sentencia, a menos que el juez, por motivos fundados, prorrogue 
dicho término hasta por quince días.

En caso de incumplimiento el tribunal remitirá los antecedentes al Ministerio Público, con-
forme a lo dispuesto en el artículo 240 del Código de Procedimiento Civil.

Medidas accesorias – Modificaciones al artículo 9

Además de lo dispuesto en el artículo precedente, el juez deberá aplicar en la sentencia una 
o más de las siguientes medidas accesorias:

a) Obligación de abandonar el ofensor el hogar que comparte con la víctima.
b) Prohibición de acercarse a la víctima o a su domicilio, lugar de trabajo o estudio, así 

como a cualquier otro lugar al que ésta concurra o visite habitualmente. Si ambos trabajan o 
estudian en el mismo lugar, se oficiará al empleador o director del establecimiento para que 
adopte las medidas de resguardo necesarias.

c) Prohibición de porte y tenencia y, en su caso, el comiso, de armas de fuego. De ello se 
informará, según corresponda, a la Dirección General de Movilización, a la Comandancia de 
Guarnición o al Director de Servicio respectivo, para los fines legales y reglamentarios que 
correspondan.

d) La asistencia obligatoria a programas terapéuticos o de orientación familiar. Las institu-
ciones que desarrollen dichos programas darán cuenta al respectivo tribunal del tratamiento 
que deba seguir el agresor, de su inicio y término.

e) Obligación de presentarse regularmente ante la unidad policial que determine el juez.
f) Prohibición o restricción de las comunicaciones del ofensor respecto de la víctima.
El juez fijará prudencialmente el plazo de estas medidas, que no podrá ser inferior a seis 

meses ni superior a dos años, atendidas las circunstancias que las justifiquen. Ellas podrán 
ser prorrogadas, a petición de la víctima, si se mantienen los hechos que las justificaron. En 
el caso de la letra d), la duración de la medida será fijada, y podrá prorrogarse, tomando en 
consideración los antecedentes proporcionados por la institución respectiva.

Sin perjuicio de lo anterior, el juez, en la sentencia definitiva, fijará los alimentos definitivos, 
el régimen de cuidado personal y de relación directa y regular de los hijos si los hubiere y 
cualquier otra cuestión de familia sometida a su conocimiento por las partes.
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Sanciones – Nuevo artículo 10

En caso de incumplimiento de las medidas cautelares, condiciones de suspensión condi-
cional del procedimiento o medidas accesorias decretadas que se deba a actos u omisiones 
del imputado o condenado, el juez pondrá en conocimiento del Ministerio Público los ante-
cedentes para los efectos de lo previsto en el inciso segundo del artículo 240 del Código de 
Procedimiento Civil, sin perjuicio de imponer al infractor, como medida de apremio, arresto 
hasta por quince días.

La policía deberá detener a quien sea sorprendido en quebrantamiento flagrante de las 
medidas mencionadas en el inciso precedente.

Otras materias de familia – Nuevo artículo 11 bis

El tribunal de familia que deba resolver cualquier materia dentro del ámbito de su compe-
tencia, especialmente aquellas comprendidas en los numerales 1, 2 y 3 del artículo 8 de la ley 
N°19.968, que crea los Tribunales de Familia, otorgará la debida consideración al hecho de 
existir antecedentes de violencia intrafamiliar entre las partes involucradas o entre una de las 
partes involucradas y cualquiera de las personas señaladas en el artículo 5.

En particular, en la determinación de la persona a quien se confiará el régimen de cuidado 
personal de un niño, niña o adolescente, tomará en especial consideración el hecho de existir 
una o más condenas por actos de violencia intrafamiliar que no constituyan delito, de confor-
midad con el artículo 5; por el delito de maltrato habitual, tipificado en el artículo 14, o por el 
delito de no pago reiterado de pensión de alimentos, tipificado en el artículo 14 bis; y por los 
delitos contenidos en el párrafo 11 del Título VI; en los párrafos 5, 6, 6 bis y 9 del Título VII; y 
en los párrafos 1 bis, 3 y 3 bis del Título VIII, todos del Libro II del Código Penal. 

Si el tribunal otorga el cuidado provisorio o definitivo a una persona con los antecedentes 
precedentes, deberá fundar la resolución judicial en razones muy calificadas que la hagan 
procedente, las que deberán ser fundamentadas en la respectiva sentencia. Para determinar 
dicho régimen el tribunal deberá escuchar y tener en consideración la opinión del niño, niña 
o adolescente, atender a su edad y madurez y al principio de autonomía progresiva, y velar 
por la protección de su seguridad e interés superior, de conformidad con lo dispuesto en la ley 
N°21.430, sobre Garantías y Protección Integral de los Derechos de la Niñez y Adolescencia, 
para lo cual citará a una audiencia especial al efecto si fuera necesario.

Cuando quien denuncia por hechos constitutivos de violencia sea quien ejerce el cuidado 
personal del o los hijos o hijas comunes y la persona denunciada sea el otro padre o madre y 
haya sido objeto de la medida cautelar de prohibición de acercamiento respecto de la prime-
ra, la fijación de un régimen comunicacional con el progenitor denunciado por estos hechos 
solo podrá regularse por medio del ejercicio de una acción contenciosa, sin que sea posible 
su regulación por la vía proteccional. 

En el marco de la causa contenciosa iniciada al efecto, el tribunal tomará en especial con-
sideración el hecho de que quien la demande haya sido condenado por actos de violencia 
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intrafamiliar que no constituyen delito, de conformidad con el artículo 5; y por los delitos 
mencionados en el inciso segundo de este artículo.

Asimismo, el tribunal deberá escuchar y tener en consideración la opinión del niño, niña o 
adolescente, en audiencia especial citada al efecto si así corresponde en atención a su edad 
y madurez y al principio de autonomía progresiva. La opinión del niño, niña o adolescente 
tendrá que ser considerada expresamente en la resolución del tribunal y este deberá velar por 
la protección de su seguridad e interés superior, de conformidad con lo dispuesto en la ley 
N°21.430.

Delito de maltrato habitual – Modificaciones al artículo 14

El ejercicio habitual de violencia física, sexual, psíquica o económica respecto de alguna 
de las personas referidas en el artículo 5º de esta ley se sancionará con la pena de presidio 
menor en su grado mínimo a medio, salvo que el hecho sea constitutivo de un delito de mayor 
gravedad, caso en el cual se aplicará sólo la pena asignada por la ley a éste.

Para apreciar la habitualidad, se atenderá al número de actos ejecutados, así como a la 
proximidad temporal de los mismos, con independencia de que dicha violencia se haya ejer-
cido sobre la misma o diferente víctima. Para estos efectos, no se considerarán los hechos 
anteriores respecto de los cuales haya recaído sentencia penal absolutoria o condenatoria.

Modificaciones al artículo 14 ter

Aplicación de atenuantes de responsabilidad penal
En los delitos constitutivos de violencia intrafamiliar, el juez, para efectos de evaluar la irre-

prochable conducta anterior del imputado, deberá considerar especialmente las anotaciones 
que consten en el registro a que se refiere el artículo 12 de esta ley.

Circunstancia agravante del delito de maltrato habitual – Nuevo artículo 14 
quáter

Se considerará circunstancia agravante del delito contemplado en el artículo 14 el que sea 
cometido en presencia de niñas, niños o adolescentes.

Medidas cautelares – Nuevo artículo 15

En cualquier etapa de la investigación o del procedimiento sobre delitos constitutivos de 
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violencia intrafamiliar, y aun antes de la formalización, el juez de garantía o el tribunal de 
juicio oral en lo penal, según corresponda, podrá decretar las medidas cautelares que sean 
necesarias para proteger a la víctima de manera eficaz y oportuna, tales como las que estable-
cen el artículo 92 de la ley N°19.968, que crea los Tribunales de Familia, o la ley que estatuye 
medidas para prevenir, sancionar y erradicar la violencia en contra de las mujeres, en razón 
de su género.

Condiciones para la suspensión del procedimiento – Artículo 17

Para decretar la suspensión del procedimiento, el juez de garantía impondrá como condi-
ción una o más de las medidas accesorias establecidas en el artículo 9°, sin perjuicio de las 
demás que autoriza el artículo 238 del Código Procesal Penal.

En ningún caso podrá decretarse la suspensión del procedimiento e imponerse como úni-
ca condición a la persona imputada la medida de asistencia a programas terapéuticos o de 
orientación familiar. 

Al decretar la suspensión condicional del procedimiento, se procurará otorgar seguridad 
a la víctima, para lo cual se considerará si aquella se encuentra en alguna de las situaciones 
de riesgo inminente descritas en el artículo 7, el comportamiento de la persona que ejerce 
la violencia y la existencia de antecedentes y denuncias previas, entre otros, que se estimen 
relevantes para dicho fin.

La víctima y el querellante siempre deberán ser notificados de la citación a la audiencia 
en que se discuta la solicitud de suspensión condicional del procedimiento. Durante dicha 
audiencia, si la víctima o el querellante están presentes, serán oídos por el tribunal y sus opi-
niones serán debidamente consideradas. 

Para dar cumplimiento a lo establecido en el inciso anterior el tribunal deberá ofrecer a 
la víctima la posibilidad de emitir su opinión en audiencia reservada, a fin de cautelar su 
seguridad y evitar cualquier tipo de presión sobre ella por parte de la persona imputada, pro-
porcionarle toda la información para que su decisión sea informada y, cuando se trate de una 
persona menor de edad, atender debidamente a su interés superior.

En todo lo demás se aplicarán las reglas establecidas en el Código Procesal Penal.

Modificaciones a la Ley 19.968 que crea los Tribunales de Familia

Abandono del procedimiento – Modificaciones al artículo 21

Si llegado el día de la celebración de las audiencias fijadas, no concurriere ninguna de las 
partes que figuren en el proceso, y el demandante o solicitante no pidiere una nueva citación 
dentro de quinto día, el juez de familia procederá a declarar el abandono del procedimiento y 
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ordenará el archivo de los antecedentes.
No obstante, en los asuntos a que se refieren los números 7), 8), 9), 11) y 12) del artículo 8º, 

el juez citará a las partes, en forma inmediata, a una nueva audiencia bajo apercibimiento de 
continuar el procedimiento y resolver de oficio.

En las causas sobre violencia intrafamiliar, de verificarse las circunstancias previstas en el 
inciso primero, el juez citará a las partes en forma inmediata a una nueva audiencia. Si a ésta 
no concurre ninguna de las partes, el juez ordenará el archivo provisional de los antecedentes, 
pudiendo el denunciante o demandante solicitar, en cualquier momento, la reapertura del 
procedimiento. Transcurridos un año desde que se decrete el archivo provisional sin haberse 
requerido la reanudación del procedimiento, se declarará, de oficio o a petición de parte, el 
abandono del procedimiento, debiendo el juez dejar sin efecto las medidas cautelares que 
haya fijado. 

Remisión de antecedentes si el hecho denunciado reviste caracteres de delito – 
Modificaciones al artículo 90

En caso que los hechos en que se fundamenta la denuncia o la demanda sean constitutivos 
de delito, el juez deberá enviar de inmediato los antecedentes al Ministerio Público. En nin-
gún caso podrá transcurrir más de tres días sin que se efectúe el envío de dichos antecedentes.

Si de los antecedentes examinados en la audiencia preparatoria o en la del juicio aparece 
que el denunciado o demandado ha ejercido violencia en los términos establecidos en el ar-
tículo 14 de la Ley sobre Violencia Intrafamiliar, el tribunal los remitirá al Ministerio Público.

Previo a remitir una causa al Ministerio Público, el juez de familia adoptará las medidas 
cautelares que correspondan, las que se mantendrán vigentes en tanto el juez de garantía no 
decrete su modificación o cese.

Si se plantea una contienda de competencia relacionada a un asunto de violencia intrafa-
miliar entre un juez de familia y el Ministerio Público o un juez de garantía, el juez de familia 
involucrado podrá adoptar las medidas cautelares que sean procedentes, las que se manten-
drán vigentes hasta que la contienda de competencia sea resuelta.

Comunicación y ejecución de las medidas cautelares – Modificaciones al artí-
culo 93

El juez, en la forma y por los medios más expeditos posibles, pondrá en conocimiento de la 
víctima las medidas cautelares decretadas, otorgándole la certificación correspondiente.

Además, el juez deberá comunicar de inmediato, a Carabineros o a la Policía de Investiga-
ciones, según el caso, las medidas cautelares decretadas, en la forma y por los medios más 
expeditos posibles.
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Asimismo, el juez podrá requerir el auxilio de la fuerza pública, disponer su intervención 
con facultades de allanamiento y descerrajamiento y ejercer, sin más trámite, los demás me-
dios de acción conducentes para el cumplimiento de las medidas cautelares decretadas y 
para resguardar la seguridad de la víctima.

Notificación de las medidas cautelares – Nuevo artículo 93 bis

Junto con lo dispuesto en el artículo anterior, al decretar las medidas cautelares el tribunal 
ordenará de la manera más expedita posible su notificación a la persona en contra de quien se 
ha decretado la medida y cautelará especialmente que se resguarde la seguridad de la víctima, 
para lo cual podrá requerir el auxilio de la fuerza pública. De las medidas que se adopten para 
cautelar la seguridad de la víctima y de su seguimiento se dejará registro expreso en la causa. 

Una vez practicada la notificación se deberá comunicar de inmediato esta circunstancia en 
la forma y por los medios más expeditos posibles al tribunal que haya decretado la medida, a 
Carabineros o a la Policía de Investigaciones y a la fiscalía local que corresponda.

Suspensión condicional de la dictación de la sentencia – Modificaciones al ar-
tículo 96

Cuando existan antecedentes que permitan presumir fundadamente que el denunciado o 
demandado no ejecutará actos similares a los denunciados o demandados en lo sucesivo, el 
juez podrá suspender condicionalmente la dictación de la sentencia, siempre y cuando se 
cumpla cualquiera de las siguientes condiciones:

a) Que se hayan establecido y aceptado por las partes obligaciones específicas y determi-
nadas respecto de sus relaciones de familia y aquellas de carácter reparatorio a satisfacción 
de la víctima;

b) Que se haya adquirido por el demandado o denunciado, con el acuerdo de la víctima, el 
compromiso de observancia de una o más de las medidas cautelares previstas en esta ley por 
un lapso no inferior a seis meses ni superior a un año.

En todo caso, el tribunal, previo acuerdo de las partes y en conformidad a lo dispuesto en 
el inciso primero, podrá someter a mediación el conflicto para los efectos de la letra a). Apro-
bada el acta de mediación, el juez suspenderá condicionalmente la dictación de la sentencia. 
Para efectos de lo dispuesto en este artículo, el juez deberá ser asesorado por uno o más 
miembros del consejo técnico, asegurándose que las partes estén en capacidad para negociar 
libremente y en un plano de igualdad.

El sometimiento de las partes a mediación no se aplicará en aquellos casos en que la vio-
lencia haya sido ejercida en contra de una persona con quien se tenga hijos o hijas, o haya 
tenido una relación de pareja con o sin convivencia. En tales casos, el tribunal deberá cautelar 
personalmente que las obligaciones que se establezcan en virtud de la letra a) del inciso pri-
mero ofrezcan una satisfacción efectiva a la víctima, sus hijos e hijas, u otros niños, niñas o 
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adolescentes que tenga a su cuidado en caso de que corresponda, y resguarden su bienestar. 
Para ello, el tribunal deberá citar a una audiencia para efectos de acordar las condiciones de 
la suspensión de la dictación de la sentencia, para cuya realización la víctima deberá compa-
recer con su abogado.

La resolución que apruebe la suspensión de la sentencia será inscrita en el registro especial 
que para estos procesos mantiene el Servicio de Registro Civil e Identificación, en los mismos 
términos que la sentencia.

Mediación previa, voluntaria y prohibida – Modificaciones al artículo 106

Las causas relativas al derecho de alimentos, cuidado personal y al derecho de los padres 
e hijos e hijas que vivan separados a mantener una relación directa y regular, aun cuando se 
deban tratar en el marco de una acción de divorcio o separación judicial, deberán someterse a 
un procedimiento de mediación previo a la interposición de la demanda, el que se regirá por 
las normas de esta ley y su reglamento.

Lo dispuesto en el inciso anterior no se aplicará a los casos del artículo 54 de la ley N° 19.947.
Las partes quedarán exentas del cumplimiento de este requisito, si acreditaren que antes 

del inicio de la causa, sometieron el mismo conflicto a mediación ante mediadores inscritos 
en el registro a que se refiere el artículo 112 o si hubieren alcanzado un acuerdo privado sobre 
estas materias.

Las restantes materias de competencia de los juzgados de familia, exceptuadas las señala-
das en el inciso siguiente, podrán ser sometidas a mediación si así lo acuerdan o lo aceptan 
las partes.

Tampoco se someterán a mediación los asuntos, incluidos aquellos mencionados en el in-
ciso primero, en que una de las partes haya sido condenada por delitos constitutivos de vio-
lencia intrafamiliar o tenga anotaciones en el Registro Especial establecido en el artículo 12 
de la ley N°20.066, por agredir a la otra, ni aquellos en que exista una medida cautelar, de pro-
tección vigente entre las partes o una suspensión condicional de la dictación de la sentencia 
o del procedimiento, según corresponda.

Modificaciones al Código Penal

Adiciones al artículo 12

Son circunstancias agravantes:
1.° Cometer el delito contra las personas con alevosía, entendiéndose que la hay cuando se 

obra a traición o sobre seguro.
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2.° Cometerlo mediante precio, recompensa o promesa.
3.° Ejecutar el delito por medio de inundación, incendio, veneno u otro artificio que pueda 

ocasionar grandes estragos o dañar a otras personas.
4.° Aumentar deliberadamente el mal del delito causando otros males innecesarios para su 

ejecución.
5.° En los delitos contra las personas, obrar con premeditación conocida o emplear astucia, 

fraude o disfraz.
6.° Abusar el delincuente de la superioridad de su sexo o de sus fuerzas, en términos que el 

ofendido no pudiera defenderse con probabilidades de repeler la ofensa.
7.° Cometer el delito con abuso de confianza.
8.° Prevalerse del carácter público que tenga el culpable.
9.° Emplear medios o hacer que concurran circunstancias que añadan la ignominia a los 

efectos propios del hecho.
10.° Cometer el delito con ocasión de incendio, naufragio, sedición, tumulto o conmoción 

popular u otra calamidad o desgracia.
11.° Ejecutarlo con auxilio de gente armada o de personas que aseguren o proporcionen la 

impunidad.
12.° Ejecutarlo de noche o en despoblado.
El tribunal tomará o no en consideración esta circunstancia, según la naturaleza y acciden-

tes del delito.
13.° Ejecutarlo en desprecio o con ofensa de la autoridad pública o en el lugar en que se 

halle ejerciendo sus funciones.
14.° Cometer el delito mientras cumple una condena o después de haberla quebrantado y 

dentro del plazo en que puede ser castigado por el quebrantamiento.
15.° Haber sido condenado el culpable anteriormente por delitos a que la ley señale igual o 

mayor pena.
16 ª Haber sido condenado el culpable anteriormente por delito de la misma especie.
17.° Cometer el delito en lugar destinado al ejercicio de un culto permitido en la República.
18.° Ejecutar el hecho con ofensa o desprecio del respeto que por la dignidad, autoridad, 

edad o sexo mereciere el ofendido, o en su morada, cuando él no haya provocado el suceso.
19.° Ejecutarlo por medio de fractura o escalamiento de lugar cerrado.
20.° Ejecutarlo portando armas de aquellas referidas en el artículo 132.
21ª. Cometer el delito o participar en él motivado por la ideología, opinión política, religión 

o creencias de la víctima; la nación, raza, etnia o grupo social a que pertenezca; su sexo, géne-
ro, orientación sexual, identidad de género, edad, filiación, apariencia personal o la enferme-
dad o discapacidad que padezca.

22.° Cometer el delito contra una víctima menor de 18 años, un adulto mayor o una persona 
con discapacidad, en los términos de la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de 
oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad.

23ª. Ejecutar el hecho formando parte de una agrupación u organización de dos o más per-
sonas destinada a cometer crímenes o simples delitos, siempre que ésta o aquélla no consti-
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tuya una asociación delictiva o criminal de que trata el Párrafo 10 del Título VI del Libro II, y 
ello ha facilitado la perpetración del delito o ha aumentado el peligro para la integridad física 
de la víctima, o haber ejecutado el hecho con violencia, intimidación o engaño.

24ª. Cometer el delito en el marco de conductas activas constitutivas de violencia ginec-
obstétrica, en su calidad de trabajadores de salud pública o privada, durante la atención de 
la gestación, preparto, parto, postparto y aborto, en las causales establecidas en la ley en el 
marco de la atención de la salud sexual y reproductiva de la mujer.

Nuevo artículo 161-D

El que sin autorización expresa exhiba un registro de imágenes o sonidos en que se re-
presenta una acción sexual que involucra a otro o imágenes íntimas de connotación sexual, 
independiente de como haya sido obtenido, será sancionado con la pena de prisión y multa 
de cinco a diez unidades tributarias mensuales.

En caso de envío, difusión o publicación de dicho registro, se impondrá la pena de presidio 
menor en su grado mínimo y multa de once a veinte unidades tributarias mensuales.

Modificaciones al artículo 369 (derogación inciso final)

No se puede proceder por causa de los delitos previstos en los artículos 361 a 366 quáter, 
sin que, a lo menos, se haya denunciado el hecho a la justicia, al Ministerio Público o a la po-
licía por la persona ofendida o por su representante legal.

Si la persona ofendida no pudiere libremente hacer por sí misma la denuncia, ni tuviere 
representante legal, o si, teniéndolo, estuviere imposibilitado o implicado en el delito, podrá 
procederse de oficio por el Ministerio Público, que también estará facultado para deducir las 
acciones civiles a que se refiere el artículo 370. Sin perjuicio de lo anterior, cualquier persona 
que tome conocimiento del hecho podrá denunciarlo.

Con todo, tratándose de víctimas menores de edad, se estará a lo dispuesto en el artícu-
lo 369 quinquies de este Código y en el inciso segundo del artículo 53 del Código Procesal 
Penal.

Modificaciones al Código del Trabajo

Adiciones al artículo 2

Reconócese la función social que cumple el trabajo y la libertad de las personas para con-
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tratar y dedicar su esfuerzo a la labor lícita que elijan.
Las relaciones laborales deberán siempre fundarse en un trato compatible con la dignidad 

de la persona. Es contrario a ella, entre otras conductas, el acoso sexual, entendiéndose por 
tal el que una persona realice en forma indebida, por cualquier medio, requerimientos de ca-
rácter sexual, no consentidos por quien los recibe y que amenacen o perjudiquen su situación 
laboral o sus oportunidades en el empleo. Asimismo, es contrario a la dignidad de la persona 
el acoso laboral, entendiéndose por tal toda conducta que constituya agresión u hostigamien-
to reiterados, ejercida por el empleador o por uno o más trabajadores, en contra de otro u 
otros trabajadores, por cualquier medio, y que tenga como resultado para el o los afectados su 
menoscabo, maltrato o humillación, o bien que amenace o perjudique su situación laboral o 
sus oportunidades en el empleo.

Son contrarios a los principios de las leyes laborales los actos de discriminación.
Los actos de discriminación son las distinciones, exclusiones o preferencias basadas en 

motivos de raza, color, sexo, género, maternidad, lactancia materna, amamantamiento, edad, 
estado civil, sindicación, religión, opinión política, nacionalidad, ascendencia nacional, situa-
ción socioeconómica, idioma, creencias, participación en organizaciones gremiales, orienta-
ción sexual, identidad de género, filiación, apariencia personal, enfermedad o discapacidad u 
origen social, que tengan por objeto anular o alterar la igualdad de oportunidades o de trato 
en el empleo y la ocupación.

Con todo, las distinciones, exclusiones o preferencias basadas en las calificaciones exigidas 
para un empleo determinado no serán consideradas discriminación.

Por lo anterior y sin perjuicio de otras disposiciones de este Código, son actos de discrimi-
nación las ofertas de trabajo efectuadas por un empleador, directamente o a través de terceros 
y por cualquier medio, que señalen como un requisito para postular a ellas cualquiera de las 
condiciones referidas en el inciso cuarto.

Ningún empleador podrá condicionar la contratación de trabajadores a la ausencia de obli-
gaciones de carácter económico, financiero, bancario o comercial que, conforme a la ley, pue-
dan ser comunicadas por los responsables de registros o bancos de datos personales; ni exi-
gir para dicho fin declaración ni certificado alguno. Exceptúanse solamente los trabajadores 
que tengan poder para representar al empleador, tales como gerentes, subgerentes, agentes 
o apoderados, siempre que, en todos estos casos, estén dotados, a lo menos, de facultades 
generales de administración; y los trabajadores que tengan a su cargo la recaudación, admi-
nistración o custodia de fondos o valores de cualquier naturaleza.

Ningún empleador podrá condicionar la contratación de un trabajador o trabajadora, su 
permanencia o renovación de contrato, o la promoción o movilidad en su empleo, al hecho 
de no padecer o no haber padecido cáncer, ni exigir para dichos fines certificado o examen 
alguno.

Lo dispuesto en los incisos tercero y cuarto de este artículo y las obligaciones que de ellos 
emanan para los empleadores, se entenderán incorporadas en los contratos de trabajo que se 
celebren.

Corresponde al Estado amparar al trabajador en su derecho a elegir libremente su trabajo y 
velar por el cumplimiento de las normas que regulan la prestación de los servicios.
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Modificaciones al Decreto Ley 3.500

Nuevo artículo 5 bis

No obstante lo señalado en el artículo anterior, no podrá ser beneficiario de pensión de 
sobrevivencia quien por sentencia ejecutoriada haya sido condenado en calidad de autor, 
cómplice o encubridor de los delitos contemplados en el Código Penal, en los párrafos 5 y 6 
del Título VII del Libro II, y en los artículos 141, 390, 390 bis y 411 quáter, y, asimismo, de los 
contenidos en el artículo 391 y los contemplados en el párrafo 3 del Título VIII del Libro II, 
cuando se cometan en el contexto de violencia intrafamiliar como lo señala el artículo 400, 
además del delito del artículo 14 de la ley N°20.066, que establece ley de Violencia Intrafami-
liar, siempre y cuando la víctima sea la causante de la pensión.

El derecho a pensión de sobrevivencia del beneficiario que se encontrare formalizado o 
requerido, en las calidades y por alguno de los delitos indicados en el inciso anterior contra 
la persona del causante, se mantendrá en suspenso hasta que el procedimiento termine sin 
condenar a dicho beneficiario.

En caso de que el solicitante fuere condenado, deberán reliquidarse las pensiones concedi-
das a los demás beneficiarios.

Un reglamento expedido por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social regulará la forma 
y los medios en que las administradoras tomarán conocimiento del inicio de la investigación 
de un hecho que revista caracteres de alguno de los delitos indicados, para los efectos de sus-
pender la concesión de la pensión de sobrevivencia que corresponda al beneficiario.

Adiciones al artículo 66

Los beneficiarios de pensión de sobrevivencia causadas durante la afiliación activa podrán 
hacerlas efectivas en alguna de las modalidades señaladas en el artículo 61. En todo caso, para 
optar por las modalidades de renta vitalicia inmediata, renta vitalicia inmediata con retiro 
programado o renta temporal con renta vitalicia diferida, deberá existir acuerdo de la totali-
dad de los beneficiarios, excluido el beneficiario condenado por sentencia ejecutoriada, en su 
caso, por los delitos contemplados en el Código Penal, en los párrafos 5 y 6 del Título VII del 
Libro II, y en los artículos 141, 390, 390 bis y 411 quáter, y, asimismo, de los contenidos en el 
artículo 391 y los contemplados en el párrafo 3 del Título VIII del Libro II, cuando se cometan 
en el contexto de violencia intrafamiliar como lo señala el artículo 400, además del delito del 
artículo 14 de la ley N°20.066, que establece ley de Violencia Intrafamiliar, siempre y cuando 
la víctima sea la causante de la pensión. Mientras no se haya ejercido la opción, los beneficia-
rios quedarán afectos a la modalidad de retiros programados. La Administradora enterará en 
la cuenta de capitalización individual del afiliado causante el aporte adicional a que se refiere 
el artículo 60, cuando el afiliado causante se hubiere encontrado en alguna de las situaciones 
de las letras a) o b) del artículo 54.
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Si se optare por la modalidad de renta vitalicia inmediata, las pensiones que resulten debe-
rán guardar entre ellas las mismas proporciones que establece el artículo 58. El contrato de 
renta vitalicia se regirá por las disposiciones señaladas en el artículo 62, no siéndole aplicable 
lo dispuesto en el inciso sexto de dicho artículo.

Si se optare por la modalidad de renta temporal con renta vitalicia diferida, las rentas vi-
talicias diferidas se regirán por lo dispuesto en el inciso precedente. Las rentas temporales 
que resulten se distribuirán entre los beneficiarios de acuerdo con lo siguiente: a cada uno le 
corresponderá un porcentaje de la renta temporal de acuerdo a lo que señala el artículo 58. 
Si la suma de estos porcentajes fuere inferior o superior a cien por ciento, dichos porcentajes 
deberán recalcularse utilizando el resultado de la suma como nueva base de cálculo. El primer 
pago de la renta temporal convenida, en este caso, deberá ser idéntico a la renta vitalicia dife-
rida contratada, la que se sujetará a las disposiciones que establece el artículo 64, no siéndole 
aplicable lo señalado en el inciso final de dicho artículo.

Si se optare por la modalidad de retiro programado, cada uno de los beneficiarios de pen-
sión de sobrevivencia tendrá derecho a percibir una pensión que se calculará de la forma que 
señala el artículo 65, excluyendo del capital necesario el pago de la pensión del afiliado. Cuan-
do sólo existieran hijos no inválidos con derecho a pensión, el monto del retiro programado 
podrá ser como máximo el valor equivalente a dos veces la pensión de referencia del afiliado 
causante. En todo caso, a esta modalidad no le será aplicable lo dispuesto en los incisos quin-
to, sexto, séptimo y octavo de dicho artículo.

Si no quedaren beneficiarios de pensión de sobrevivencia, el saldo remanente en la cuenta 
de capitalización individual del afiliado incrementará la masa de bienes del difunto.

Adiciones al artículo 67

Producido el fallecimiento de un afiliado pensionado por vejez o por invalidez que hubiere 
estado percibiendo pensiones de acuerdo a un segundo o único dictamen, sus beneficiarios, 
señalados en el artículo 5°, devengarán el derecho a pensión de sobrevivencia.

Si el afiliado hubiere estado pensionado de acuerdo con la modalidad de renta vitalicia, los 
beneficiarios deberán comunicar el fallecimiento a la Compañía de Seguros que estuviere 
pagando la respectiva pensión, con el fin de que ésta pague las pensiones de sobreviven-
cia que corresponda. Las reservas que mantengan las compañías de seguros correspondien-
tes al beneficiario que ha sido condenado como autor, cómplice o encubridor de los delitos 
contemplados en el Código Penal, en los párrafos 5 y 6 del Título VII del Libro II, y en los 
artículos 141, 390, 390 bis y 411 quáter y, asimismo, de los contenidos en el artículo 391 y los 
contemplados en el párrafo 3 del Título VIII del Libro II, cuando se cometan en el contexto 
de violencia intrafamiliar como lo señala el artículo 400, además del delito del artículo 14 de 
la ley N°20.066, sobre violencia intrafamiliar, en la persona del causante, se destinarán para el 
recálculo de las pensiones de los restantes beneficiarios. En caso de que no queden beneficia-
rios de sobrevivencia, dichas reservas se sumarán a la masa hereditaria del difunto.

Si el causante hubiere estado pensionado de acuerdo con la modalidad de renta temporal 
con renta vitalicia diferida, se procederá de la siguiente manera, según sea el caso:



REPORTE DE 
ACTUALIZACIÓN  
NORMATIVA

Ley 21.675 que estatuye medidas para prevenir, 
sancionar y erradicar la violencia en contra de 
las mujeres, en razón de su género

40

a)  Si el afiliado hubiere estado recibiendo renta temporal, los beneficiarios deberán comu-
nicar a la administradora el fallecimiento, con el fin de que ésta ponga el saldo de la cuenta a 
su disposición para que opten, previo acuerdo de todos ellos, por anticipar la renta vitalicia di-
ferida o distribuir la renta temporal del causante según se señala en el inciso cuarto del artícu-
lo precedente.  Si no hubiera acuerdo entre los beneficiarios seguirá distribuyéndose la renta 
temporal del causante. Se excluirá del referido acuerdo al beneficiario condenado por senten-
cia ejecutoriada, en su caso, como autor, cómplice o encubridor de los delitos contemplados 
en el Código Penal, en los párrafos 5 y 6 del Título VII del Libro II, y en los artículos 141, 390, 
390 bis y 411 quáter y, asimismo, de los contenidos en el artículo 391 y los contemplados en el 
párrafo 3 del Título VIII del Libro II, cuando se cometan en el contexto de violencia intrafa-
miliar como lo señala el artículo 400, además del delito del artículo 14 de la ley N°20.066, que 
establece ley de Violencia Intrafamiliar, en la persona del causante.

Si una vez extinguido el derecho a pensión de los beneficiarios aún quedare saldo en la 
cuenta de capitalización individual del causante, este remanente incrementará la masa de 
bienes del difunto. Vencido el plazo de la renta temporal la compañía aseguradora comenzará 
a pagar las pensiones de sobrevivencia a que hubiere lugar, o

b)  Si el afiliado hubiere estado recibiendo renta vitalicia diferida, los beneficiarios deberán 
comunicar el fallecimiento a la Compañía de Seguros respectiva, con el fin de que ésta proce-
da al pago de las pensiones de sobrevivencia que correspondan.

Si el afiliado hubiere estado recibiendo retiro programado en la Administradora, los benefi-
ciarios deberán comunicar a dicha entidad el fallecimiento, con el fin de que ésta verifique la 
calidad de beneficiarios de quienes reclamen el beneficio y proceda a reconocer el derecho a 
las respectivas pensiones emitiendo el correspondiente certificado.

Luego, la Administradora pondrá a disposición de los beneficiarios el saldo de la cuenta y 
se procederá de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 66.

Tratándose del fallecimiento de un afiliado pensionado por invalidez parcial que hubiere 
estado percibiendo pensiones de invalidez conforme al segundo dictamen, el saldo retenido 
se destinará a incrementar las pensiones de sobrevivencia de los beneficiarios, en alguna de 
las modalidades señaladas en esta ley, conforme lo establecido en el artículo 66, sin que pro-
ceda en este caso el aporte adicional a que éste se refiere.

Producido el fallecimiento de un afiliado pensionado por invalidez parcial conforme al pri-
mer dictamen que le fue aplicable la letra a) o b) del artículo 54, la Administradora deberá 
enterar el aporte adicional establecido en dicho artículo, considerando los porcentajes seña-
lados en el artículo 58 sobre la pensión de referencia establecida en la letra b) del artículo 56. 
Si al afiliado no se le aplicó la letra a) o b) del artículo 54, la Administradora pondrá a dispo-
sición de los beneficiarios el saldo de la cuenta de capitalización individual y se procederá de 
acuerdo a lo dispuesto en el artículo 66.
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Modificaciones a la Ley 20.609 que establece medidas contra la 
discriminación

Definición de discriminación arbitraria – Modificaciones al artículo 2

Para los efectos de esta ley, se entiende por discriminación arbitraria toda distinción, 
exclusión o restricción que carezca de justificación razonable, efectuada por agentes del Es-
tado o particulares, y que cause privación, perturbación o amenaza en el ejercicio legítimo 
de los derechos fundamentales establecidos en la Constitución Política de la República o en 
los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile y que se encuen-
tren vigentes, en particular cuando se funden en motivos tales como la raza o etnia, la nacio-
nalidad, la situación socioeconómica, el idioma, la ideología u opinión política, la religión 
o creencia, la sindicación o participación en organizaciones gremiales o la falta de ellas, el 
sexo, genero, la maternidad, la lactancia materna, el amamantamiento, la orientación sexual, 
la identidad y expresión de género, el estado civil, la edad, la filiación, la apariencia personal 
y la enfermedad o discapacidad.

Las categorías a que se refiere el inciso anterior no podrán invocarse, en ningún caso, 
para justificar, validar o exculpar situaciones o conductas contrarias a las leyes o al orden 
público.

Se considerarán razonables las distinciones, exclusiones o restricciones que, no obstante 
fundarse en alguno de los criterios mencionados en el inciso primero, se encuentren justifi-
cadas en el ejercicio legítimo de otro derecho fundamental, en especial los referidos en los 
números 4°, 6º, 11º, 12º, 15°, 16º y 21º del artículo 19 de la Constitución Política de la Repúbli-
ca, o en otra causa constitucionalmente legítima.
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